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En noviembre de 2006 el ex jefe de informática del Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, Rafael García confesó ante la Corte Suprema de Justicia diversos hechos delictivos de gravedad inusitada, de cuya responsabilidad señaló al ex jefe de esa agencia estatal, Jorge Noguera, amigo personal y político del presidente Álvaro Uribe Vélez. Desde entonces quedó en claro ante la opinión pública la gran influencia ejercida por las Autodefensas Unidas de Colombia, AUC, sobre dependencias y organismos estatales de todo nivel, incluidas algunas secciones de las Fuerzas Armadas, así como la apropiación de cuantiosos recursos públicos por parte de estos grupos armados ilegales. Algunos estudios publicados por investigadores del fenómeno paramilitar han ilustrado a los colombianos sobre la magnitud de los capitales ilegalmente acumulados y las grandes extensiones de tierra obtenidas mediante el despojo, el desplazamiento impuesto a sus propietarios o la compra forzada. Las conocidas denuncias sobre la realización de un fraude electoral en 2002 en los departamentos de Magdalena y Cesar que favoreció al electo presidente Uribe y a algunos parlamentarios de su corriente política fueron retomadas por la Fiscalía General de la Nación y la Corte Suprema de Justicia.

La esencia de la crisis

Las verdades que han aparecido en estos meses de investigaciones, declaraciones, denuncias y respuestas poco convincentes de algunos protagonistas, la inmensa mayoría confesos uribistas, han sumido al gobierno actual en una crisis política de marca mayor, cuya esencia son sus nexos con el paramilitarismo. El punto de partida de esta crisis es fácil de precisar pero su curso ascendente y sus consecuencias finales aún son difíciles de establecer, aunque bien podrían llegar a desestabilizar la figura presidencial y obligar a la abdicación del mandatario reelegido.
Lo que ha sucedido es que el propósito oficial de incorporar el paramilitarismo a los distintos niveles de la estructura del Estado colombiano, más allá de consolidar su poder económico y político, ha encontrado obstáculos insalvables. Los de mayor envergadura han sido los debates de los senadores y representantes a la Cámara del Polo Democrático Alternativo, PDA, y del Partido Liberal en el Congreso de la República, así como las valientes denuncias de organizaciones sindicales, sociales, de desplazados y víctimas. La divulgación permanente de información sobre los hechos y sus responsables en los principales medios escritos de comunicación, las declaraciones de testigos y acusados, también han tenido impacto. Igualmente, fueron importantes el fallo sobre la Ley de Justicia y Paz de la Corte Constitucional que llenó algunos de los vacíos del proyecto inicial que había presentado el gobierno y la determinación de adelantar la investigación por parte de la Sala Penal de la Corte Suprema y de la Fiscalía General de la Nación. Con toda certeza, si el presidente Uribe no tuviera en sus manos la última palabra frente a la extradición de los principales jefes paramilitares recluidos en la cárcel de Itagüí, solicitada por el gobierno de Estados Unidos, el telón se correría más y la macabra obra, con el perfil de sus actores, podría observarse con muchos más detalles.

El gobierno colombiano y su equipo de asesores han planteado en entrevistas y declaraciones oficiales que las revelaciones que asombran al país han sido el resultado de la determinación oficial de llegar al fondo del asunto y de que los responsables sean ejemplarmente castigados. Sin embargo, el debate que el senador del Polo Democrático Alternativo Gustavo Petro realizó en la tarde del 17 de abril sobre las relaciones de hacendados y políticos antioqueños con integrantes de las redes de narcotraficantes y jefes paramilitares, y las virulentas reacciones verbales del presidente Uribe frente a las revelaciones hechas, demostraron que Colombia no vive ninguna “apoteosis” de la justicia como producto de la aplicación de la Ley de Justicia y Paz o de la voluntad política del gobierno actual por esclarecer la verdad sobre los evidentes nexos de dirigentes y estamentos oficiales con los ejércitos privados que han sembrado de muerte y dolor buena parte de la geografía patria. Al contrario, lo que se ha esclarecido hasta ahora se ha logrado a pesar de las maniobras, calumnias, amenazas y rabietas del presidente Uribe y de la impunidad que consagra la mencionada ley.

El pulso entre el presidente Uribe y las fuerzas de oposición

En Colombia está planteado un pulso entre el presidente Uribe, dispuesto a impedir mediante la fuerza del Estado que se haga público el verdadero fondo de la crisis actual, y las corrientes políticas democráticas, resueltas a que aflore toda la verdad. Bien puede ocurrir que el gobierno logre impedir que Colombia y el mundo conozcan toda la verdad, propiciando un clima de amenazas e intimidación, silenciando a la oposición, restringiendo las garantías democráticas, modificando la composición de las Cortes a su favor y censurando la prensa o, por el contrario, que las fuerzas populares logren llegar al fondo del problema, lo cual provocaría la fractura grave o el derrumbamiento del régimen. Por ello, la justa lucha de los trabajadores y empresarios nacionales en contra del TLC con Estados Unidos, o la de la población de las regiones, los maestros y los empleados de la salud en contra el recorte de las transferencias, o la de todo el país en contra de la política neoliberal, están ligadas indisolublemente a la lucha principal por establecer plenamente la verdad y revelar los nexos de sectores oficiales con el paramilitarismo.        

El entorno internacional no favorece al gobierno

En la presente crisis, el entorno internacional desempeña un papel más preponderante. Ello explica el malestar del Presidente y del ministro del Interior cuando algunos dirigentes políticos y sindicales han visitado la capital de Estados Unidos para hablar de los sucesos nacionales con parlamentarios o sectores de opinión de ese país. El gobierno de Bush, que hasta ahora ha respaldado incondicionalmente al presidente Uribe, tiene nuevas y graves dificultades dentro y fuera de los Estados Unidos. Las consecuencias del triunfo electoral de la oposición demócrata han mermado considerablemente la capacidad de maniobra de la jefatura imperial. Pruebas de ello son la dilación de la aprobación del TLC en el Congreso, la congelación de parte de la ayuda militar al Ejército colombiano (55 millones de dólares) y la cancelación de la participación del ex vicepresidente Al Gore en un foro organizado por la Revista Poder en Miami, con el argumento de que no quería compartir tribuna con el mandatario colombiano. En el Medio Oriente las tropas de ocupación son repudiadas por millones de iraquíes que claman por su autodeterminación nacional y el cese del baño de sangre que vive ese martirizado país. Pero en su tradicional “patio trasero” las cosas no son mejores para Washington; se consolidan los gobiernos independientes de su tutuelaje, y, en algunos aspectos, pasan a la ofensiva para debilitar el proyecto neoliberal que dominó el panorama latinoamericano durante los últimos veinte años. 

En medio de este contexto desfavorable, el gobierno de Uribe ha recurrido a maniobras de distracción para sortear las dificultades actuales. Ello explica las infundadas acusaciones contra líderes de la oposición de tener vínculos con la guerrilla, así como las delirantes y jactanciosas afirmaciones presidenciales sobre su idoneidad para ejercer la lucha armada, o la acusación de terrorista y de apátrida a quién se oponga a la firma del TLC y por tanto, la justificación de su vigilancia por parte de las agencias de seguridad del Estado. El Presidente ha hecho propuestas añejas con novedosas envolturas, tales como una nueva reforma electoral, la revocatoria del mandato del Congreso o la implementación del régimen parlamentario. Es decir, el gobierno y sus voceros pretenden desviar el centro de atención de la opinión pública hacia asuntos de menor categoría, con el objeto de minimizar el debate central: los nexos del Ejecutivo con el paramilitarismo. 

Las elecciones de octubre

Las elecciones de octubre que renovarán gobernaciones, alcaldías, asambleas, concejos y juntas administradoras locales, estarán atravesadas por la crisis política nacional. Para consolidar su proyecto, el gobierno y sus seguidores, incluidas las fuerzas cobijadas por la Ley de Justicia y Paz, necesitan ganar esa contienda electoral. A su vez, la oposición política, en la vía de convertirse en opción real de poder y de cambio social, requiere avanzar de manera sustancial en la composición de los cuerpos territoriales de elección popular, así como la conquista de algunas alcaldías y gobernaciones clave para su identificación con el corazón y los intereses del pueblo.

La justa electoral encontrará a las fuerzas uribistas de todos los matices debilitadas por la crisis política y por un nuevo factor que fluye silencioso, como un río subterráneo: el evidente fracaso de la política económica oficial. La revaluación que golpea los ingresos de los sectores exportadores y estimula el crecimiento de las importaciones es incontrolable para las autoridades monetarias mientras no se decidan a romper con los cánones neoliberales y controlen la libre circulación de capitales extranjeros especulativos; el déficit de la cuenta corriente crece a niveles alarmantes, el desempleo no cede y la inflación absorbe los irrisorios aumentos salariales que decreta el gobierno. Sin embargo, lo cierto es que, los sectores legales de esas fuerzas mencionadas contarán con el poder del Estado, mientras que aquellos que se sometieron al proceso de desmovilización tendrán a su disposición sus capitales, la concentración de enormes extensiones de tierra, el temor de la población por las recientes intimidaciones y retaliaciones y los lazos no suprimidos con las instituciones de la administración pública. 

Legítimamente, la oposición debe capitalizar en octubre el hecho de haber develado el fondo de la crisis. Su triunfo consistirá en la posibilidad de unir la mayor cantidad de fuerzas, sectores y personalidades que se oponen a la fascistización de la vida nacional, así algunos de estos sectores vacilen y vean con simpatía las políticas neoliberales. El Polo Democrático Alternativo tiene la responsabilidad principal de desarrollar una táctica unitaria, por ser la fuerza más importante de la oposición y la más consecuente en la lucha general por los cambios económicos, políticos y sociales que requiere Colombia.
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